
s
#
g

TRTBpNAL
CONSTITUCIONAL

l l  s  " }Tr r i . ;  - . ;  
,

¡ L *  - ' a _

u:

\

u=

o
o

iÉ
e
o

E

o

4

I

1{
f . .

0 0403897

l{rim. de Registro: L7 48 /9t

ASIIIflEO: Solicitud de plantea-

miento de conflicto negativo

de competencias, promovida

por eI Ayuntamiento de Nerja

(Má1a9a) .

Recurso de súplica.

SOBRE: Declinatorias de com-

petencia de la Administración

de1 Estado y de la ,funta de

Andalucía respecto de 1a fa-

cultad prevista en el art.

38.1- de1 Reglamento General

de Policía de Espectáculos

Públicos y Actividades Re-

creativas.

Constitucional, eD su reunión del

referencia, ha acordado dictar el

TRIBI'NAL CONSTITUCIONAL

PI,ENO

Excmos .  S res . :

D. F'rancisco Tomás y Valiente

D. Francisco Rubio Llorente

D. Fernando García-Mon y

González-RegueraI

D. Carlos de la Vega Benayas

D. Eugenio Díaz Einil

D. Miguel Rodríguez-Piñero y

Bravo-Ferrer

D. Jesús l,eguina Villa

D. Luis López Guerra

D. José Luis de 1os Mozos y

de los Mozos

D. Alvaro Rodríguez Bereijo

D. Vicente Gimeno Sendra

D. José Gabaldón López

EI P1eno del Tribunal

día de hoy y en el asunto de

siguiente

AUTO

r. AIUTECEDEI{TES

L. Por escrito enviado por correo certificado urgente

con acuse de recibo el 30 de julio de L99L y registrado en este

Tribunal Constitucional el día 2 de agosto siguiente, e1 Ayun
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tamiento de Nerja (lilálaga) solicita e1 planteamiento de con-

flicto negativo de competencias entre la Adninistración del Es-

tado y Ia Junta de Andalucía en relación con Ia facultad pre-

vista en eI art. 38.L del Reglamento General de Policía de Es-

pectáculos Públicos y Actividades Recreativas.

2. Por providencia de L6 de septiembre de 1"99L, la Sec-

ción Segunda del Pleno acordó reguerir aI promovente para que

confiriese su representación proeesal a un Procurador de los de

Madrid. EI Ayuntamiento actor inpugnó en súplica dicha provi-

dencia, invocando 1o dispuesto en el art. 447.2 de Ia Ley Orgá-

nica del Poder Judicial. En Auto de L5 de octubre de 199L, €1

Pleno resolvió esti¡nar eI recurso de súplica y anular y dejar

sin efecto Ia provideneia precitada. Acordó igualmente tener

por planteado el conflicto negativo de competencia, sin perjui-

cio de 1o que resultase de las actuaciones, y conceder a ambas

Administraciones implicadas y aI promovente un plazo común de

alegaciones de un mes.

3. El Letrado que ostenta 1a representación y defensa

de1 Ayuntamiento de Nerja presentó escrito reafirmándose en las

argumentaciones contenidas en eI escrito de solicitud de plan-

teamiento de conflicto negativo y en otros anteriores.

4. El Abogado del Estado, por su parte, se personó en

nombre de la Administración del Estado e interpuso recurso de

súplica contra la resolución por la que se admitia a trámite el

conflicto, con fundamento en las siguientes alegiaciones.

Con carácter previo, señala que eI l-8 de octubre de

1-99L se dió traslado al Gobierno del planteamiento del conflj-c-

to, y que, tras algunas vicisitudes administrativas, é1 dÍa 25

de octubre de L99L tuvo entrada en el Servicio JurÍdico del Es-

tado la demanda de conflicto y e1 auto de1 Tribunal Constitu-

cional cuyo segrundo pronunci-amiento se resurre. Si bien el ar-

tícu1o 93.2 LOTC dispone que eI recurso de súplica se interpon-

drá en el plazo de tres dÍas, ld notificación del auto que se
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combate debe entenderse regular y perfecta únicamente el día en

que tuvo entrada en 1a Abogacía del Estado (25 de octubre de

L99l-), es decir, €1 día en que pudo conocer 1a resolución el

representante procesal y defensor de 1a Administración del Es-

tado, y en calj-dad de t,aI, también destinatario de los actos

procesales de comunicación (art. 447.L LOPJ, arts. 56 y 57 del

Reglamento Orgánico de Ia Dirección General de 1o Contencioso

del Estado y del Cuerpo de Abogados del Estado, de 27 de julio

de l-943). Otra interpretación sería desfavorable para el dere-

cho a no padecer indefensión, pues Ia defensa de la Administra-

ción sóIo quedará asegurada a partir del momento en que su Abo-

gado, eüo es asimismo su representante en juicio, pueda conocer

efect,ivamente las resoluciones jurisdiccionales que le afectan.

En relaci-ón con la admisión a trámite deI conflicto ne-

gativo de conpetencia, destaca el Abogado del Estado que, según

su parecer, eI asunto no debió ser admitido pues: no se cunplió

1o dispuesto en e1 art. 68.L de la Ley Orgánica del Tribunal

Constitucional (en adelante, T,oTc; la solicitud es

extenporánea; y no se suscita un problema derivado de una dis-

tinta interpretación de las reglas de distribución de competen-

c ias (ar t .  69.2 de la  LOTC; STC L56/L99A y AATC L42/L989 y

322 /Le8e ) .

La infracción del i ter regulado en el art. 58.1- de 1a

LoTc es palpable. De este nodo, cuando la primera declinación

de la competencia procede de un órgano de 1a Adninistración del

Estado, ha de agotarse esta vía mediante recurso ante el Minis-

terio correspondiente y dirigirse luego a1 órgano colegiado su-

perior de Ia comunidad Autónoma, esto es, al Consejo de Gobier-

ror quien deberá admitir o declinar la competencia en el plazo

de un mes.

En eI presente asunto, e1 Ayuntaniento promovente ha-

bría satisfecho estos requisitos si Ia primera declaración de

incompetencia hubiera sido la del Delegado de Gobernación de Ia

Junta de Andalucía en Málaga eI 7 de febrero de l-99L, pero, oo



ffiffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
:d*ÍXS]*.;.3:"lir

.

:
i
I

i

\

u-

é
é
o=
o

6
o
I

18
4 .

0 0403900

realidad, la primera declinatoria fue Ia dictada por eI Gober-

nador Civil de Má1aga eI LO de marzo de 1988, y así 1o reconoce

incluso el propio Ayuntamiento en su escrito a1 Consejo de Mi-

nistros; y frente a esta resolución no se agotó conveniente-

mente Ia vía administrativa ante eI Ministro de Interior. Todo

Io contrario: Ia Adninistración local actora consintió la de-

claración de incompetencia del Gobernador y desde L988 comenzó

a enviar los expedientes de licencia de obra aI Delegado auto-

nómico de Gobernación, presumiblemente pensando que el art.

9.L.3 del Reglamento de Servicios de 1as Corporaciones Locales,

de L7 de junio de l-955, ttda valor de si lencio al informe favo-

rablett. ttsin duda para evitar que su silencio se tuviera por

asentimiento... eI Delegado de Gobernación autonómico se decla-

ró incompetente e1 7 de febrero de l-99Lrr. En definitiva, a1 no

reeurrirse eI primer escrito del Gobernador Civil en 1988, ttel

Ayuntamiento de Nerja se cerró a sí mismo el camino del con-

flicto constitucional negativo a1 incumplir 1o dispuesto en eI

art. 68.L de la LoTctt. Además, l€t declaración de incompetencia

de1 Delegado autonómico pudo perfectamente ser impugmada ante

la jurisdicción contencioso-administrativa, para dj-lucidar si

el indicado art. 9.1-.3 había podido operar o no.

Aún si se entendiera cumplido eI art. 68.L de Ia I,OTC,

el conflicto se ha planteado extemporáneamente. EI plazo de un

mes (art. 68.2 LOTC) para que eI Consejo de Ministros admitiera

o declinara 1a competeneia terminó e1 2a de junio de 1991, rlo-

mento en que empezó a correr un segrundo plazo de un mes para

plantear confl icto (art. 68.3). No obstante, e1 pronovente pre-

sentó Ia solicitud de conflicto negativo ante el Juzgado de

Guardia de Málaga el día 26 de julio siguiente, y éste rehusó

hacerse cargo de ella, mediante una eonducta que no puede esti-

marse contraria a derecho. Así pues, esta presentación no pudo

interrumpir el plazo mensual, gué rrterminó f atalmenterr e1 29 de

julio. DeI mismo modo, Iei presentación en correos del escrito

tampoco puede intern-rnpir este plazo de caducidad.
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Respecto del fondo del asunto, ro se plantea una dife-

rencia de interpretación entre ambas Aülinistraciones implica-

das relativa a una regla de competencia. La solicitud de1 Ayun-

tamiento de Nerja invoca, de un 1ado, e1 art. L03.1- de la Cons-

titución, precepto que carece de naturaleza conpetencial, y, de

otro, dos normas de rango legal, los arts. 39.2 de la l ,ey Régi-

men Jurídico de Ia Administración de1 Estado y 7O.L de 1a I€y

de Procedimiento Ad¡¡inistrativo. Tampoco en sus escritos ante-

riores se cita una sola regla competencial. Simplemente se adu-

ce un Decreto de traspasos (Real Decreto L677/L984, de L8 de

junio), Io cual ya se ha dicho por este Tribunal carece de

virtualidad para fundar un conflicto negativo (STC L56/L99O,

F . J .  2o i  AATC L42 /L989 ,  F . J .  2e  y  322 /L98A ,  F . J .3 " ) .  No  ex i s -

te, puesr ün verdadero conflicto constitucional y, por consi-

guiente, é1 Tribunal Constitucional carece de jurisdicción para

fallar un asunto donde ttaparentementerr el genuino interés resi-

de en saber si ha operado o no eI art. 9.1-.3 del Reglamento de

Servicios de las Corporaciones Locales. Debe, por tanto, esti-

marse la súplica y declarar que no ha lugar a tener por plan-

teado eI conflicto; para eI caso de que no se estimara eI re-

cursor s€ solicita que se otorgue un nuevo plazo de alegacio-

nes .

5. Por providencia de LB de noviembre de L99l-, 1a Sec-

ción dio traslado deI recurso de súplica contra el Auto en eI

que se declaraba planteado eI conflicto aI Ayuntamiento de

Nerja, para que expusiera Io que a su derecho mejor conviniera

en e1 plazo de tres días; a la pdr, que dispuso dejar en sus-

penso eI plazo de alegaciones que se concedió aI Gobierno hasta

que se resolviera 1a súplica.

6. Con fecha L0 de diciernbre de 1-99L, €1 Letrado del

Ayuntamiento de Nerja impugina el recurso de súp1ica de acuerdo

con los siguientes motivos. La conducta procesal de1 promovente

ha estado marcada por Ia buena fe, circunstancia que parece ig-

norar eI Abogado del Estado -se denuncia-, quien olvida. gue

las consecuencias de esta controversia se proyectan sobre los
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mismos ciudadanos. Se dice esto porque en ningún momento el

Ayuntamiento ha tratado de infringir eI art. 68.1 de Ia LOTC,

pues siempre ha creido que Ia competencia debía ser ejercida

por la Junta de Andalucía, por eso no inpugmó el escrito del

Gobernador Civil de L988; escrito en eI ![u€r ademásr €D ningún

momento se hablaba de declinatoria de competencia en sentido

estricto. Y tresta no es una consideración interesadatt, sino
rruna interpretación a todas luces Iógicarr, güe demuestra la

buena fe de una Administración Local que lleva tres años recla-

mando informes a Ia Junta de Andalucía y recibiéndolos hasta

que surge en L991- el escrito del Delegado Provinci-al de la

Consejería de Gobernación. Y frente a esta resolución el

pronovente no entendió abierta 1a vía contencioso-

administrativa en vez de la del conflicto negativo, pues se

trataba de resolver un problema competencial.

Esto supuesto, y €o relación a 1as alegaciones del Abo-

gado de1 Estado, no se entienden sus alusiones relativas a gü€,

de no haber declinado 1a competencia eI Gobernador Civil, Do

habría enviado 1os expedientes aI Delegado autonómicoi o cuando

asevera y presume que eI Ayuntamiento contaba con que el art.

9.L.3 de1 Reglamento de Servicios de Ias Corporaciones Locales
rrda.valor de si lencio al informe favorabletr, con 1o que parece

querer decir, ttd€r valor de informe favorable a1 silenciotti así

debe aplicarse a los hechos Io previsto en eI Reglamento de Po-

licía de Espectáculos y no el Reglamento de Servicios y, ade-

más, de resultar cierta tal supuesta conducta maquiavélica, hu-

biera sido innecesario solicitar el planteamiento de este con-

f l ic to .

La interpretación de las normas procesales que hace el

Abogado de1 Estado, a efectos de Ia extemporaneidad, es excesi-

vamente rigurosa, desproporcionada y, dadas las circunstancias,

irrazonable, pues se presentó eI escrito de solicitud de con-

f l icto ante un órgano judicial dentro de p1azo.
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Debe rechazarse también que no exista una diferente in-

terpretación de reglas competenciales y que Ia controversia se

atenga a un Decreto de traspasos. Por eI contrario, la misma

afecta a l  ar t .  L49.L.29 de Ia  Const i tuc ión y  a1 ar t .  l -3 .32 del

Estatuto de Autonomía de Andalucía.

A continuación expone que no ha escapado a su observa-

ción que eI recurso de súp1ica del Abogado del Estado haya sido

interpuesto fuera del plazo estrictamente exigible y precisa-

mente contra Ia resolución de un anterior recurso de súplica:

pero el principio de indefensión lleva a estimar de buena fe

como no argumentables tales circunstancias en favor de su

inadmisión, a pesar del principio de unidad de Ia Adninistra-

ción Pública. Y finalmente manifiesta su disconformidad con Ia

suspensión del plazo'que se concedió aI Gobierno para alegacio-

nes hasta Ia resolución de 1a súplica.

rT. FUNDAI,IENTOS JURTDTCOS

L. E1 Abogado de1 Estado funda su recurso de súp1ica

frente aI pronunciamiento b) del Auto de este Tribunal, de 15

de octubre de LggL por eI que se tenía por planteado conflicto

negativo de competencias, y su solicitud de que se declare ng

haber lugar eI planteamiento del conflicto en tres motivos: a)

que no se han cumplido los requisitos previos a1 planteamiento

exigidos por eI art. 68.1- LOTC; b) güe, aun si se entendiera

cumplido 1o mandato en el cit,ado artícuIo, eI recurso se habría

planteado extemporáneamente; y c) güe, respecto al fondo de1

asunto no se plantea una diferencia de interpretación entre am-

bas Administraciones relativa a una reqla de competencia.

No obstante, y previamente a tales objeciones, eI mismo

Abogado del Estado suscita Ia cuest,ión de si e1 recurso de sú
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plica por é1 presentado 1o ha sido dentro del plazo previsto en

el artÍculo 93.2 LoTc, esto es, de tres días a part ir de la co-

rrespondiente notificación. E1 Abogado del Estado reconoce que

el Auto que se impugna fue notificado aI Gobierno eI día L8 de

octubre de 1-991-, y ta1 extremo resulta acreditado en las actua-

ciones. No obstante, estima que Ia notificación no será perfec-

ta hasta que no sea conocida por la Abogacía del Estado, 1o que

se produjo el día 25 de octubre. EI recurso de súp1ica, presen-

tado el día 2A de octubre, estaría pues, dentro de plazo. Por

su parte, la representación del Ayuntamiento de Nerja expone

que no ha escapado a su atención que eI recurso de súplica se

ha interpuesto fuera del plazo estrictamente establecido, si

bien prefiere estimar de buena fe no argumentable tal circuns-

tanc ia.

2. Pues bien, ha de tenerse en cuenta güe, como este

Tribunal ha deelarado, €I cumplimiento en general de los plazos

procesales no constituye una mera exigencia formal sin justifi-

cación, sino que representa una g:arantía esencial de Ia seguri-

dad jurídica y para Ia confianza en Ios efectos de las resolu-

ciones de los órganos jurisdiccionales (ATC LA9L/86, F.ü.I) sin

gü€, por tanto, pueda dejarse subordinado su cómputo a la ma-

yor o menor diligencia de los afectados. En el presente caso,

este Tribunal procedió, de acuerdo con 1o previsto en el art.

69.2 de su Ley Orgánica, a dar traslado del Auto de admisión a

trámite deI conflicto negativo de competencias a las Adninis-

traciones implicadas, esto es, a Ia Administración del Bstado,

por medio del Presidente de1 Gobierno, y d la Aduinistración de

1a Comunidad Autónoma de Andalucía por medio del Presidenüe de

la üunta de Andalucía, siendo registrado el traslado en el Ga-

binete de la Presidencia del Gobierno eI día L8 de octubre de

l-991-. Tal es sin d.ud.a el momento en que debe considerarse efec-

tuada la comunicación prevista en el artículo citado, aun cuan-

do Ia Abogacía de1 Estado no la recibiera hasta siete días más

tarde: pues aun cuando el Gabinete de la Presidencia de1 Go-

bierno y el Servicio Jurídico del Estado constituyen unidades
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administrativas diferentes, no ha de olvidarse que la Adminis-

tración del Estado actúa, de acuerdo con e1 art. 1- de 1a LRJAE,

con personalidad jurídica única pese a su estructuración en di-

ferentes servicios. EI1o lleva a estimar que 1as comunicaciones

váIidamente efectuadas a la Administración inician sus efectos

a partir del momento en que se realizaron, independientemente

de su traslado a los diversos servicios afectados; traslado

eüo, de cualquier forma, Iá Ley de Procedimiento Adninistrativo

ordena se realice con toda celeridad, aI prescribir en su art.

65.4 que se lleve a cabo en eI mismo día en que se praetigue el

correspondiente asiento en el Registro General. Hacer depender

eI momento en que debe entenderse realizada la comunicación de

Ia mayor o menor diligencia adninistrativa en las relaciones

entre 1os distintos servicios supondría dejar en manos de una

de las partes 1a deterninación del inicio de 1a eficacia de re-

soluciones jurisdiccionalesi sin que 1as rrvicisitudes adminis-

trativasrr a que alude e1 Abogado del Estado puedan, pot e1Io,

considerarse razón suficiente para dilatar el inicio del, plazo

previsto en eI art. 93.2 LoTCr €D relación con el 69.2 de Ia

misma.

Efectuada Ia eomunicación de que se trata el día L8 de

octubre de LggL, €I recurso de súplica presentado en este Tri-

bunal día 28 del mismo mes excede pues con mucho eI plazo pre-

visto en e1 art. 93.2 LOTC. Procede, en consecuencia,

inadmitir, por extemporáneo, €1 recurso de súplica planteado,

sin perjuicio de que 1os argumentos en é1 utilizados puedan ser

reiterados en eI escrito de alegaciones que sobre e1 fondo del

asunto se presente por Ia Abogacía del Estado.

De conformidad con Io expuesto, €1 Pleno de este Tribu-

nal acuerda:
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lc Inadmitir eI recurso de súplica interpuesto por el

Abogado del Estado contra el Auto de este Tribunal de l-5 de oc-

tubre de 199L.

2e Conceder un nuevo plazo de quince días al Abogado

de1 Estado para que aleg:ue 1o que estime procedente en relación

con e1 presente confl icto.

k4'^


